Lucero Zapata Penagos Vs AFP Protección S.A. Rad. 66001-31-05-004-2017-00156-02
Lucero Zapata Penagos Vs AFP Protección S.A. Rad. 66001-31-05-004-2017-00156-02

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:


Sentencia de 10 de octubre de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-004-2017-00156-02

Proceso


Ordinario Laboral

Demandante:


Lucero Zapata Penagos    

Demandado:


AFP Protección S.A.

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / COTIZACIONES EN MORA / ACCIONES DE COBRO / RESPONSABILIDAD DEL FONDO DE PENSIONES POR NO ADELANTARLAS DENTRO DEL TÉRMINO DE LEY.
Prevé el inciso 2º del numeral 4º del artículo 53 del Decreto 1406 de 1999 en lo concerniente a la imputación de pagos por cotizaciones realizadas a los Sistemas de Seguridad Social en Salud y Pensiones, que cuando el período declarado corresponda a obligaciones en mora para el riesgo de pensiones, podrá efectuarse el pago correspondiente a dichas obligaciones, siempre y cuando no se hubiere presentado el siniestro que daría lugar al pago de prestaciones de invalidez o sobrevivencia.

Sin embargo, la Sala de Casación Laboral… ha indicado que cuando por responsabilidad de las administradoras de fondos de pensiones (público y privado) no se activaron los mecanismos previstos en la Ley para obtener el recaudo de las cuotas correspondientes a las cotizaciones en mora, no es el empleador moroso quien deberá responder por la prestación económica, sino que esa responsabilidad recaerá en cabeza de la administradora pensional omisiva…
… es decir, la administradora de pensiones demandada no entabló contra los empleadores Globalconf S.A.S. y Sinergia Plus Continental S.A.S. las acciones de cobro “de manera extrajudicial a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora”, según lo dispuesto en el artículo 2.2.3.3.3 del Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016. 

En consecuencia, acertó la juez de primer grado al estimar que la accionante para la fecha de estructuración de la demanda, tenía la calidad de afiliada activa y no había dejado de cotizar, “de tal suerte, que el fondo y el empleador no pueden (…) restarle efectividad a las cotizaciones causadas a favor del afiliado solo porque su pago fue moroso” CSJ SL del 25 de enero de 2011, No. 37846, pues según el régimen de seguridad social vigente y la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, la mora en el pago de cotizaciones y la omisión de la entidad en el cobro de los respectivos aportes, no releva de responsabilidad al fondo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diez de octubre de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la AFP PROTECCIÓN S.A. contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 8 de junio de 2018, dentro del proceso que le promueve la señora LUCERO ZAPATA PENAGOS, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00156-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Lucero Zapata Penagos que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se reconozca la prestación económica desde el 8 julio de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: La Junta de Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda emitió dictamen el 15 de febrero de 2016 calificándola con una pérdida de la capacidad laboral del 50%, estructurada el 7 de julio de 2015 y de origen común; en toda su vida laboral cotizó 363 semanas y dentro de los tres años anteriores a la estructuración de su invalidez cotizó 42,9 semanas; su empleador Globalconf S.A.S. se encuentra en mora en el pago de los aportes de noviembre y diciembre de 2014; el 11 de noviembre de 2016 solicitó pensión de invalidez ante la AFP Protección S.A., la cual le fue resuelta negativamente, argumentado que no cumplía con la densidad de semanas exigidas en la Ley; 

Al dar respuesta a la demanda –fls.55 a 91- la AFP Protección S.A. aceptó los hechos relacionados anteriormente, salvo lo referente a la mora en el pago de los aportes por parte del empleador Globalconf S.A.S., frente al cual manifestó que dicha sociedad sí efectuó tales pagos, pero de forma extemporánea y después de que se adelantaran los trámites respectivos para procurar el recaudo de los mismos por esa administradora y que como dicho pago se efectuó con posterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez de la actora, no podían tenerse como ciclos válidamente cotizados. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de mérito que denominó “Genérica”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Inexistencia de la obligación y/o cobro de lo no adeudado”, “Inexistencia de la causa por insuficiente densidad de semanas cotizadas”, “Compensación”, “Falta de causa para pedir”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva” y “Eventual responsabilidad penal del empleador”.

En sentencia de 8 de junio de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que las cotizaciones efectuadas después de la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Lucero Zapata Penagos, determinada el 7 de julio de 2015, sí deben contabilizarse para el cómputo de semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a dicha calenda.

Lo anterior, argumentando que si bien tales pagos se hicieron en fecha posterior a la estructuración de la invalidez de la actora, incluso, a la del dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, también lo era que tales pagos se efectuaron ante el cobro coactivo que hiciera la administradora frente a los empleadores morosos, por lo tanto, el hecho de que solo hasta el 27 de julio de 2017 se hubieran efectuados los aportes de algunos ciclos de los años 2014 y 2015, no impide tenerlos como períodos efectivamente cotizados, pues, fue la administradora de pensiones quien no cumplió con el término dispuesto en el artículo 13 del Decreto 1161 de 1994 para iniciar las acciones de cobro y en razón de ello, fue que solo el 27 de julio de 2017 pudo recaudar el pago de los meses que se encontraban en mora a cargo de Globalconf S.A.S. –noviembre y diciembre de 2014- y además, los correspondientes a los ciclos de abril, mayo y junio de 2015 por parte del empleador Sinergia Plus Continental S.A.S. Advirtió que las consecuencia de dicha tardanza, no pueden trasladarse a la afiliada.
Así las cosas, encontró que la señora Lucero Zapata Penagos satisfacía los requisitos contenidos en la Ley 860 de 2003 para hacerse merecedora a la pensión de invalidez a partir del 8 de julio de 2015, en cuantía de un SMLMV, por 13 mesadas pensionales al año y ordenó igualmente, el reconocimiento de los intereses moratorios a partir del 11 de noviembre de 2016.
Inconforme con la decisión, la AFP accionada presentó recurso de apelación, manifestando que no es procedente reconocer la prestación económica que reclama la señora Lucero Zapata Penagos, porque no basta con que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda le haya determinado que tiene una PCL del 50% sino que debe cumplir con el número de cotizaciones dentro de los 3 años anteriores a la fecha de dicha estructuración, último requisito que no acredita la accionante, debiéndose reconocer la devolución de saldos que posea en su cuenta individual. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Es posible tener en cuenta en este proceso los aportes cancelados con posterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Lucero Zapata Penagos?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

COTIZACIONES EFECTUADAS CON POSTERIORIDAD A LA OCURRENCIA DEL SINIESTRO (INVALIDEZ O MUERTE).

Prevé el inciso 2º del numeral 4º del artículo 53 del Decreto 1406 de 1999 en lo concerniente a la imputación de pagos por cotizaciones realizadas a los Sistemas de Seguridad Social en Salud y Pensiones, que cuando el período declarado corresponda a obligaciones en mora para el riesgo de pensiones, podrá efectuarse el pago correspondiente a dichas obligaciones, siempre y cuando no se hubiere presentado el siniestro que daría lugar al pago de prestaciones de invalidez o sobrevivencia.

Sin embargo, la Sala de Casación Laboral, entre otras, en sentencias de 22 de julio de 2008 (rad.34270), reiterada el 26 de octubre de 2010 (rad.37500) y en la SL4952 de 20 de abril de 2016 (rad.47967), ha indicado que cuando por responsabilidad de las administradoras de fondos de pensiones (público y privado) no se activaron los mecanismos previstos en la Ley para obtener el recaudo de las cuotas correspondientes a las cotizaciones en mora, no es el empleador moroso quien deberá responder por la prestación económica, sino que esa responsabilidad recaerá en cabeza de la administradora pensional omisiva. Dicho tema lo explicó en los siguientes términos:

“i) si el empleador cumple con el deber de afiliar a los trabajadores al sistema, las administradoras están autorizadas para entablar las acciones de cobro a que haya lugar, en los términos señalados en el literal h) del artículo 14 del D. 656 de 1994, y, como si fuera poco, observó, les allana el camino para hacerlo, pues las faculta para liquidar el valor adeudado y promover la correspondiente acción usando como título esa liquidación, dado que presta mérito ejecutivo, según artículos 24 de la Ley 100 de 1993 y 5º del D. 2633 de 1994; ii) la ley prevé que esas acciones de cobro deben iniciarse de manera extrajudicial, a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la fecha de la mora, artículo 13 del D. 1161 de 1994; pero iii) este mandato no fue cumplido por la enjuiciada, por tanto, no se podía deducir que el actor dejó de cotizar al sistema; iv) si este tenía la calidad de afiliado activo al momento de la estructuración de la invalidez, ello conduce a que tenga derecho a la respectiva pensión, por haber cotizado, por lo menos, 26 semanas, al momento de la estructuración de tal estado, en arreglo al literal a) del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, y iv)para reforzar este razonamiento, hizo suyas las consideraciones contenidas en la sentencia CSJ del 10 de febrero de 2009, No. 34256.

(…) respecto de los efectos de la mora en el pago de los aportes que le sirvió de fundamento jurídico, estableció que, no obstante el incumplimiento del empleador en el pago de las cotizaciones y, en vista de que la administradora no había adelantado las acciones de cobro conforme a lo previsto en las normas indicadas por él, el accionante mantuvo su condición de afiliado activo; por esta razón, el ad quem tuvo en cuenta las cotizaciones realizadas a nombre del trabajador (…) independientemente de la fecha del pago;  así, concluyó que efectivamente el afiliado cumplió con las 26 semanas exigidas en el literal a) del artículo 39 original de la Ley 100 de 1993; en consecuencia, reconoció la pensión anhelada por la parte actora”.

EL CASO CONCRETO

Según la calificación efectuada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.13 a 16-, la señora Lucero Zapata Penagos tiene una PCL de 50% de origen común y estructurada el 7 de julio de 2015, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 860 de 2003, la cual exige a los afiliados al sistema general de pensiones, haber perdido el 50% o más de su capacidad laboral y tener cotizadas por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez. 
En razón de lo anterior, como la accionante cuenta con una pérdida de capacidad laboral de 50%, debe revisar la Sala si igualmente cumple con la densidad de semanas exigida para acceder al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez que reclama.

Según la historia laboral allegada por la AFP Protección S.A. –fls.86 a 93-, se tiene que durante los tres años inmediatamente anteriores al 7 de julio de 2015, la señora Lucero Zapata Penagos tenía cotizadas 39,71 semanas, las cuales resultan inferiores a las 50 que exige el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, no obstante, se observa que el 26 de julio de 2017 el empleador Sinergia Plus Continental S.A.S. pagó los aportes correspondientes a los ciclos de abril, mayo y junio de 2015, mientras que el 27 de ese mismo mes y año, Globalconf S.A.S., hizo lo propio respecto de los meses de noviembre y diciembre de 2014, períodos que todos suman un total de 21,42 semanas.

Así las cosas, previo a determinar si esos aportes que se hicieron de forma extemporánea pueden contabilizarse para el cómputo de semanas, se revisarán las pruebas obrantes en el proceso junto con la contestación de la demanda, tales como: la solicitud pensional radicada ante el fondo accionado el 18 de julio de 2016 –fls.116 a 118- y no el 11 de noviembre de ese mismo año como se indica en el hecho quinto de la demanda –fl.31- y se acepta en la contestación de la misma –fl.47-; la simulación de aprobación de solicitud de pensión por invalidez efectuada por el fondo de pensiones el 9 de noviembre de 2016 y en el que se consignó que de las 50 semanas requeridas, la peticionaria tenía 39,19 semanas válidas durante ese lapso y 60,86 “no válidas posteriores”; la respuesta negativa a la solicitud de pensión en tal sentido, de 11 de noviembre de 2016 y; la contestación a la demanda en la que se indica que los pagos efectuados para los períodos de noviembre y diciembre de 2014, abril, mayo y junio de 2015 fueron extemporáneos “en ocasión al deber de recaudo de la administradora” –fl.63- y por lo tanto, como la fecha de estructuración de la invalidez era anterior a dicho pago, no podían tenerse en cuenta (respuesta a los hechos 8 y 10, -fl.48-). 
De lo anterior se presume, que una vez la actora solicitó la pensión de invalidez, el fondo procedió a verificar si cumplía con los requisitos para acceder a la misma y en ese estudio se percató de que existían unos meses en mora los cuales impedían tal reconocimiento, en consecuencia, procedió a adelantar los trámites tendientes a su recaudo obteniendo el pago de los mismos solo hasta el 26 y 27 de julio de 2017, es decir, la administradora de pensiones demandada no entabló contra los empleadores Globalconf S.A.S. y Sinergia Plus Continental S.A.S. las acciones de cobro “de manera extrajudicial a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora”, según lo dispuesto en el artículo 2.2.3.3.3. del Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016. 
En consecuencia, acertó la juez de primer grado al estimar que la accionante para la fecha de estructuración de la demanda, tenía la calidad de afiliada activa y no había dejado de cotizar, “de tal suerte, que el fondo y el empleador no pueden (…) restarle efectividad a las cotizaciones causadas a favor del afiliado solo porque su pago fue moroso” CSJ SL del 25 de enero de 2011, No. 37846, pues según el régimen de seguridad social vigente y la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, la mora en el pago de cotizaciones y la omisión de la entidad en el cobro de los respectivos aportes, no releva de responsabilidad al fondo.
Así las cosas, se confirmará la sentencia de primera instancia, porque contrario a lo expuesto en el recurso de apelación, la actora sí cumple con el requisito de la densidad de semanas exigido dentro de los 3 años anteriores a la fecha de estructuración de su invalidez, pues según la historia laboral allegada por la misma entidad accionada, durante ese período cotizó 61,14 semanas, dentro de las cuales se incluyen las 21,42 semanas que fueron pagadas extemporáneamente por sus empleadores morosos.
Costas en esta sede a cargo de la recurrente.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 8 de junio de 2018.

SEGUNDO: CONDENAR en costas en esta instancia a la AFP Protección S.A.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrado





       Magistrada

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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